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Según el inciso 3° de la norma citada, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide. (…)
… el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, establece las causales en que no resulta procedente la acción de tutela, en los siguientes términos:

“ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá: (...) “5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”. 

Con base en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, en sentencia T-860 del 27 de Noviembre de 2009, la Corte Constitucional, hace referencia expresa a la improcedencia de ésta acción, cuando se trate de “actos de carácter general, impersonal y abstracto”, haciendo énfasis en el carácter subsidiario y residual con que fue concebido éste mecanismo excepcional de protección superior…
En esa misma providencia, el Alto Tribunal Constitucional, trae a colación la sentencia SU-039 de 2009, en la cual sostiene que la existencia de recursos y diversos mecanismos judiciales ordinarios dispuestos por el legislador para controvertir actos de carácter general, impersonal y abstracto, vinculados al hecho de que el contenido de éstos, no vaya dirigido a alguien en particular, son razones suficientes para excluir estas controversias del conocimiento del juez de tutela. (…)
… en el presente asunto, si bien no se trata de un concurso de méritos, el proceso de selección emprendido por la Defensoría del Pueblo también debe traer inmerso el mérito como criterio de selección, siendo entonces legitima la exigencia de presupuestos mínimos para ejercer la función y la definición de cada una de las etapas del mismo…
Pero más allá de analizar la legalidad de los actos reprochados, advierte la Sala que no existe ningún razón para considerar los argumentos expuestos por la demandante como suficientes para, por esta vía excepcional, ordenar la modificación de las Resoluciones por medio de las cuales se establecen los requisitos mínimos para desempeñarse como Defensores Públicos, se determinan las áreas en las que se prestar el servicio de Defensoría Pública y se da apertura al proceso de selección.
… no se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable que legitime de intervención del juez constitucional, ni existen argumentos para desacreditar la eficacia del mecanismo ordinario dispuesto por el legislador para controvertir los actos administrativos de carácter general…
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Pereira, veintiséis de marzo de dos mil dieciocho
Acta N°          de 26 de marzo de 2018
Procede la Sala de decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver la acción de tutela interpuesta por la señora Claudia Patricia Serna Gallego, en nombre propio y en representación de la menor María Camila Pérez Cardona contra la Defensoría del Pueblo y la Universidad Nacional de Colombia.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa la señora Claudia Patricia Serna Gallego quien obra en nombre propio y en representación de la menor María Camila Pérez Cardona, usuaria del sistema de responsabilidad penal para adolescentes, que acatando la decisión del Tribunal Administrativo de Cauca, dentro de la acción de cumplimiento radicada 19001-23-33-02-2018-00140-00, la Defensoría del Pueblo procedió a reglamentar los requisitos mínimos que deben acreditar los Defensores Públicos, en los términos que establece la Ley 941 de 2005, expidiendo con tal fin los actos administrativos Nos 939, 1281, 1008, 1009, 1131 de 2018, 049, 050 y 051 de 2019.
Refiere que en la Resolución No 939 de 24 de agosto de 2018, “Por medio de la cual se establecen las categorías, requisitos mínimos y honorarios de los Defensores Públicos del Sistema Nacional de Defensoría Pública y se dictan otras disposiciones” se identifican como presupuestos necesarios para ejercer el cargo de Defensor Público ante los Jueces Penales del Circuito, Especializados y Penal Militar, el título de abogado, título de posgrado en áreas relacionadas con el derecho penal y 3 años de experiencia en esta misma área, dejando de lado la experiencia específica de la defensa técnica y cualificada que exigía la entidad en el manual de contratación del año 2014. 
Estima que la exclusión de tal presupuesto por parte de la Defensoría del Pueblo desconoce el interés superior del menor y las regulaciones contenidas en la Ley 1098 de 2006 que impone al personal que hace parte del sistema de responsabilidad penal, la idoneidad y la experticia suficiente en esa área.  Así mismo  deja sin valoración las capacitaciones brindadas por el ICBF a todas las autoridades y entidades del sistema de responsabilidad penal para adolescentes.
Por otro lado, asegura que la Resolución No 1008 de 2018 “por el cual se determinan las áreas en las que se presta el servicio de Defensoría Pública y se dictan otras disposiciones”, vulnera los derechos de los niños y adolescentes al catalogar el sistema de responsabilidad penal para adolescentes dentro del sub área de procesados y condenados, conforme lo estable en el artículo 3º, lo que implica que cualquier defensor público que pertenezca al programa de penal general puede prestar sus servicios en dicho sistema.
Señala que con estas falencias el Defensor del Pueblo inició el proceso de selección de Defensores Públicos de la Defensoría del Pueblo, siendo contratada para tales efectos la Universidad Nacional de Colombia, institución que estará a cargo a partir de la etapa de publicación y divulgación de la convocatoria hasta su terminación.

Indica que la citada convocatoria vulnera los derechos de los niños, niñas y adolescentes no sólo al eliminar la experticia y la experiencia específica en la materia, sino al limitar a los aspirantes a inscribirse en un solo programa.
De acuerdo con lo expuesto, reclama del juez de tutela la protección de los derechos fundamentales a la igualdad, defensa técnica cualificada, debido proceso e interés superior del niño y como consecuencia se ordene al Defensor del Pueblo, modificar, complementar o adicional las Resolución No 939 y 1008 de 2018, en cuanto los requisitos mínimos para prestar el servicio de Defensor Público en el sistema de responsabilidad penal para adolescentes y categorizar de manera adecuada dicho sistema para que el ejercicio de esta materia sea prestado única y exclusivamente por quienes demuestren idoneidad y experticia en el tema.
Así mismo reclama la modificación de la convocatoria para la selección de Defensores Públicos de la Defensoría del Pueblo en este mismo sentido, así como la plataforma de inscripciones y la suspensión del proceso de selección hasta tanto se hayan subsanado las falencias. 
TRAMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se ordenó la notificación a las entidades accionadas, así como al Procurador Judicial Especial 21 Delegado para Infancia y Adolescencia de Pereira y se requirió a la accionante para que aclarara las razones por la cuales la acción constitucional fue impetrada también a nombre de la menor María Camila Pérez Cardona.
Respecto a la solicitud especial de suspender la convocatoria hasta tanto se resuelva el presente trámite, la misma quedó condicionada al trascurso del término concedido a las accionadas para pronunciarse respecto a la acción, por lo que una vez vencido se procedería a decidir la solicitud o tomar decisión de fondo si fuera el caso.
Mediante escrito de fecha 15 de los corrientes, la accionante precisó que adelantó la acción de tutela también a nombre de la joven Pérez Cardona, en calidad de usuaria del sistema de responsabilidad penal para adolescentes, ya que en su contra se adelanta un proceso en el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira.
En consideración con lo expuesto por la tutelante, en providencia de fecha 19 de marzo de 2019, se ordenó tener como demandante a la menor María Camila Pérez Cardona.

Integrando oportunamente la litis, la Universidad Nacional de Colombia señaló que dentro del proceso de selección su actuación se limita a los parámetros del contrato interadministrativo No 386 de 2018, siendo competencia, única y exclusiva del contratante, en este caso la Defensoría del Pueblo, la modificación y suspensión de los términos del proceso de selección, por lo que es evidente que no puede atender los requerimientos de la accionante, al configurarse la falta de legitimación por pasiva.

Por otro lado, hace notar la improcedencia de la acción constitucional al advertir que los actos que ataca la actora son de contenido general, impersonal y abstracto, por lo tanto es el juez administrativo el llamado a definir la situación problemática planteada en la tutela, pues tampoco se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable que permita que en sede constitucional se revise el asunto.

La Defensoría del Pueblo, luego de exponer iguales argumentos a los considerados por la Universidad Nacional de Colombia, respecto a la improcedencia de la acción de tutela para atender los reclamados de la demandante, señaló que las resoluciones cuyo contendido aquí se reprocha, fueron proferidos en acatamiento de la orden impartida por el Tribunal Administrativo del Cauca dentro de una acción de cumplimiento, que imponía al Defensor del Pueblo determinar la clasificación de Defensores Públicos y requisitos mínimos para el cargo, materias respecto de las cuales el funcionario goza de completa autonomía y discrecionalidad.

Señala que el manual de contratación 2017, vigente en la actualidad, no hace alusión a experiencia relacionada para ejercer el cargo de Defensor Público dentro del programa “Responsabilidad Penal de Adolescentes Ley 1098 de 2006.”, por lo tanto no le asiste razón a la tutela cuando afirma que las nuevas disposiciones abolieron tal requisito.
Refiere igualmente que los derechos de los menores y adolescentes se encuentran garantizados dentro del proceso de selección de Defensores Públicos, con la verificación de requisitos mínimos y la aplicación de las pruebas de conocimiento y competencias comportamentales y no precisamente con la experiencia relacionada como lo quiere hacer ver la doctora Serna Gallego; además, dentro de los temas a evaluar en la prueba escrita de conocimientos se puede advertir que se encuentra enlistado, dentro del Núcleo específico la “Responsabilidad Penal de Adolescentes”, por lo que quienes pretendan superar el proceso de selección deben prepararse en la respectiva área. 

Es por todo lo anterior que estima que además de ser improcedente la presente acción de tutela, no se perciben vulnerados los derechos de los menores y adolescentes y concretamente de la joven María Camila Pérez Cardona, en calidad de usuaria del sistema de responsabilidad penal para adolescentes.
El Procurador Judicial para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia de Pereira resaltó la legitimación que le asiste a la Defensora de Familia para instaurar acciones de tutela a nombre de una comunidad de conformidad con lo establecido en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991.
También puso de manifiesto la procedencia de la presente acción constitucional, en tanto que busca la protección de los derechos fundamentales de sujetos especialmente protegidos y en ese sentido se encamina a respaldar los argumentos expuestos por la tutelante por medio de los cuales se busca la protección por parte del juez constitucional.
En efecto, señala el funcionario que el desconocer la “experiencia especificada en la materia” en el proceso de selección de Defensores Públicos para el Sistema de Responsabilidad penal para adolescentes, vulnera las reglas internacionales que regulan la materia, la Constitucional Nacional y la Ley 1098 de 2006, sobre la idoneidad, calidad y experticia, en tanto que permite que cualquier defensor público pueda prestar sus servicios en dicho sistema que busca la “aplicación de un proceso penal pedagógico, específico y diferenciado  respecto al sistema de adultos”, por lo tanto, se requiere que quienes emprendan la defensa de este especial grupo humano, tengan la idoneidad suficiente que permita la concreción de la finalidad del programa.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO
¿Procede la acción de tutela para dejar sin efectos un acto administrativo de carácter general y abstracto?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA

Según el inciso 3° de la norma citada, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

Ahora bien, para hablar de la procedencia de la Acción de Tutela resulta apropiado transcribir el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991 que, frente al tema, indica específicamente: 

“ARTICULO 5o. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA. La acción de tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos de que trata el artículo 2 de esta ley. También procede contra acciones u omisiones de particulares, de conformidad con lo establecido en el Capítulo III de este Decreto. La procedencia de la tutela en ningún caso está sujeta a que la acción de la autoridad o del particular se haya manifestado en un acto jurídico escrito”. 

De lo anterior se deduce que esta acción constitucional fue creada exclusivamente con el fin de brindarle a los ciudadanos un mecanismo para hacer efectivos sus derechos fundamentales, es decir, aquellas prerrogativas mínimas sin las cuales un ser humano no puede llegar a ejercer adecuadamente su rol como individuo y como ser social.

En sentido contrario, el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, establece las causales en que no resulta procedente la acción de tutela, en los siguientes términos:

“ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá: 

            “(...)

“5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”. (Negrilla fuera del texto) 

Con base en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, en sentencia T-860 del 27 de Noviembre de 2009, la Corte Constitucional, hace referencia expresa a la improcedencia de ésta acción, cuando se trate de “actos de carácter general, impersonal y abstracto”, haciendo énfasis en el carácter subsidiario y residual con que fue concebido éste mecanismo excepcional de protección superior, así como en la necesidad de tener éste como un requisito de procedibilidad, en el entendido de que sólo se debe acudir a ella “cuando no se cuente con otros medios ordinarios de defensa, o en presencia de estos,  como mecanismo transitorio de defensa judicial con el fin de evitar un perjuicio irremediable”.
En esa misma providencia, el Alto Tribunal Constitucional, trae a colación la sentencia SU-039 de 2009, en la cual sostiene que la existencia de recursos y diversos mecanismos judiciales ordinarios dispuestos por el legislador para controvertir actos de carácter general, impersonal y abstracto, vinculados al hecho de que el contenido de éstos, no vaya dirigido a alguien en particular, son razones suficientes para excluir estas controversias del conocimiento del juez de tutela.    

Sin embargo, el superior de ésta especialidad, ha considerado de manera excepcional la viabilidad de una acción de tutela frente a los referidos actos, pero sólo como mecanismo transitorio y para evitar un inminente perjuicio irremediable. 
2. DE LA CARRERA ADMINISTRATIVA

Entendida como un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y como elemento esencial de la Carta Política, por tanto inmodificable por el constituyente derivado, la carrera administrativa, consagrada en el artículo 125 de dicha obra, permite a los ciudadanos acceder a los cargos públicos a través de un concurso público, teniendo como factor de selección el mérito y, la igualdad, como garantía de la no discriminación de ninguna índole y el acceso a dichos procesos de selección.
La Corte Constitucional, en sentencia C-534-2016 precisó que “la carrera administrativa es un principio que, además, tiene una función instrumental, de garantía, para la satisfacción de fines estatales y de la función pública; de derechos fundamentales, como el del trabajo en condiciones de estabilidad; y del derecho a la igualdad, en el trato y en las oportunidades”.
En cuanto al principio del mérito, en esa misma oportunidad expresó:

“(…) que su aplicación no es sólo en la carrera administrativa, en donde su mayor expresión encuentra sentido, dado que con independencia del cargo de que se trate, lo cierto es que la prestación eficiente de los servicios a cargo del estado exige, como condición necesaria, la concurrencia de capacidades en quienes están encargados de su prestación.  

En ese sentido, el mérito constituye una piedra angular sobre la cual se funda el sistema de carrera administrativa, habida cuenta que evalúa la capacidad del funcionario público como factor definitorio para ocupar el cargo, comprobando en el proceso de selección las calidades académicas, la experiencia y las competencias requeridas para el desempeño de un empleo público”.
En lo que respecta a los procesos de selección, esa misma Corporación señaló en la C-123-13 que:

“Refiriéndose a la carrera administrativa y al concurso público, con palabras aplicables a cualquier proceso, la Corte ha puntualizado que “el proceso de selección entero se dirige a comprobar las calidades académicas, la experiencia y las competencias requeridas para el desempeño de los empleos”, pues solo así tiene sentido que la Constitución o la ley que la desarrolla fijen los requisitos para el acceso a los respectivos cargos o establezcan condiciones “para determinar los méritos y calidades de los aspirantes”. 

El proceso de selección se orienta a la “determinación de la capacidad e idoneidad del aspirante para desempeñar las funciones y asumir las responsabilidades propias del cargo” y no podría ser de otra manera, pues debiendo conducir la actividad de la administración a “resultados concretos”, la eficiencia y la eficacia del servicio público “dependerán de la idoneidad de quienes deben prestarlo”, de tal forma que en ausencia del mérito difícil será que la función administrativa pueda estar al servicio de los intereses generales o cumplirse con base en los principios de imparcialidad, publicidad, economía o igualdad”.
3. CASO CONCRETO

Pretende la demandante a través de la presente acción constitucional, lograr la suspensión del proceso de selección de Defensores Públicos adelantado por la Defensoría del Pueblo y la modificación de las resoluciones Nos 939 y 1008 de 2018.

La anterior solicitud tiene sustento en que dichos actos administrativos, que establecen los requisitos mínimos para desempeñar esta función en el Sistema de Responsabilidad Penal para adolescentes, vulneran los derechos fundamentales de niños, niñas y adolescentes, pues se niega a estos una defensa técnica, en tanto que se excluye la “experiencia especifica en la materia”, al paso que categoriza dicho sistema dentro del programa Penal General, permitiendo así que los defensores de ésta área presten este servicio sin la idoneidad y la formación calificada que se requiere.

Como quiera que los actos cuestionados por la Defensora de Familia del ICBF, son de carácter general, impersonal y abstracto, es necesario establecer si, en la única hipótesis de procedencia de la tutela, que ha previsto la Corte Constitucional en estos eventos, como se indicó líneas atrás, se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable que permita la intervención del juez de tutela.  

Al respecto,  debe decirse es que en el presente asunto, si bien no se trata de un concurso de méritos, el proceso de selección emprendido por la Defensoría del Pueblo también debe traer inmerso el mérito como criterio de selección, siendo entonces legitima la exigencia de presupuestos mínimos para ejercer la función y la definición de cada una de las etapas del mismo. En tal sentido, observa la Sala que la Resolución No 52 de 2019, por medio de la cual se da apertura a dicho trámite determina claramente dichos parámetros.

Pero más allá de analizar la legalidad de los actos reprochados, advierte la Sala que no existe ningún razón para considerar los argumentos expuestos por la demandante como suficientes para, por esta vía excepcional, ordenar la modificación de las Resoluciones por medio de las cuales se establecen los requisitos mínimos para desempeñarse como Defensores Públicos, se determinan las áreas en las que se prestar el servicio de Defensoría Pública y se da apertura al proceso de selección.

Lo anterior es así por cuanto es claro que el descontento de la tutelante emerge de la presunción de que un defensor público que no haya ejercido funciones en el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, no tiene la capacidad de ejercer una adecuada defensa de los sujetos que el programa cobija, inferencia que no tiene en el plenario soporte alguno y que lejos de ser garantía para los menores resulta ser un prejuzgamiento sin soporte alguno, eso sin contar con el hecho que en ningún momento los infantes involucrados quedan desprovistos de protección y defensa.

Y es que no puede entenderse que la capacidad de un profesional del derecho para ejercer una función sea determinada por la experiencia, si bien es un criterio de selección que permite hacer distinciones positivas, no puede ser el único parámetro, máxime cuando la categorización de tal área en el Programa Penal  General implica tener amplios conocimientos en el área, siendo incluso uno de los temas a evaluarse en la prueba escrita de conocimiento.  Una concepción en sentido contrario llevaría a sostener que sólo quienes se han desempeñado como Defensores Públicos en el programa de Responsabilidad Penal para Adolescentes, están facultados para inscribirse en el proceso de selección, lo que a todas luces resultaría discriminatorio y desigual. 

Respecto al tema, la Corte Constitucional, al resolver la demanda de inconstitucional del artículo 14 de la Ley 1505 de  2014, que otorgaba un puntaje previo en el proceso de selección a los voluntarios acreditados y activos de las entidades que integren el Subsistema Nacional de Voluntarios en Primera Respuesta, señaló:
“Lo precedente tiene su razón de ser en la indiscutible relevancia constitucional que adquiere la  igualdad de trato y de oportunidades tratándose del acceso al desempeño de funciones y cargos públicos, pues requiere el ofrecimiento de las mismas condiciones y requisitos a quienes deseen aspirar, así como su consecuente mantenimiento a lo largo del proceso conducente a escoger a la persona que, en virtud de la demostración de su mérito, deba ser nombrada.

Resulta palmario que no se puede hacer valer el puntaje reconocido a los voluntarios sin desconocer el derecho de los aspirantes que no hayan prestado esos servicios a ser tratados en igualdad de condiciones y a tramitar su aspiración desde idéntico punto de partida, lo que impide la determinación objetiva del mérito, porque a causa de lo previsto en el artículo demandado se incluye un factor de evaluación que previamente favorece a unos aspirantes en perjuicio de los restantes, lo que equivale a disponer, desde el principio, de distintos criterios de evaluación.

La situación que se deja anotada afecta la proyección que el derecho a la igualdad tiene en la evaluación del mérito, ya que si, desde el inicio, un factor de evaluación le confiere puntaje a unos aspirantes y no a otros, poca utilidad presta que a la convocación concurran las personas que satisfagan los requisitos exigidos en función del cargo a proveer, pues en el proceso de selección no se les va a evaluar igual a todas, ni con base en los mismos criterios
.

Si, conforme lo ha anotado la Corte, la razón de un concurso o de un proceso de selección no es otra que determinar la solvencia de los distintos aspirantes respecto de unas actividades y materias, para establecer cuál es el mejor, carece de sentido que, antes de realizar las pruebas pertinentes o de cumplir las etapas diseñadas, algunos aspirantes ya tengan a su haber la asignación de un puntaje, lo que los hace beneficiarios de una excepción vulneradora del principio de igualdad
.

Esas excepciones que a veces operan bajo el pretexto de una inscripción extraordinaria dirigida a favorecer con antelación el criterio de experiencia
 o  a propósito del otorgamiento de un puntaje guiado por la finalidad de recompensar la encomiable prestación de un servicio de carácter cívico, desde la perspectiva del derecho a acceder al ejercicio de funciones o cargos públicos y del derecho a la igualdad que le es consustancial, constituyen una ventaja o privilegio para quienes gozan del otorgamiento
 y, a la vez, un motivo de discriminación para aquellos que resultan excluidos”
. (Negrilla fuera de texto)
En este sentido, no advierte la Sala la afectación de los derechos fundamentales de los menores, como tampoco la existencia de un perjuicio irremediable que permite al juez constitucional invadir la órbita del funcionario llamado a analizar la legalidad de las Resoluciones acusadas, pues como se dijo en precedencia, en ningún momento los menores usuarios del sistema quedan desamparados ante el mismo.
Corolario con lo anterior, por ser tales actos de naturaleza general, impersonal y abstracta, la autoridad competente para analizar su contendido es el juez administrativo, a través de  una acción de nulidad simple, que en ningún momento ha sido descalificada por la parte actora, como mecanismo idóneo y eficaz para llevar a cabo su cometido. Dentro de la cual incluso está prevista la posibilidad de solicitar la suspensión provisional del acto o los actos atacados, petición que es resuelta desde el momento mismo de admitirse la demanda y que en este caso bien pudo impetrarse una vez fueron expedidas las Resoluciones No 939 y 1008 de 24 de agosto y 12 de septiembre de 2018, respectivamente.

Nótese que solo una vez se puso en marcha el proceso de selección de Defensores Públicos, se vienen a alegar las irregularidades que se dice dan al traste con los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes, cuando tales actos administrativos fueron proferidos hace  más seis meses.
Respecto a la vulneración de los derechos fundamentales de la menor María Camila Pérez Cardona, encuentra la Sala que según la funcionaria accionante, la menor, como usuaria del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, se vería afectada por la ausencia de defensa técnica dentro del proceso que se sigue en su contra en el Juzgado Primero Penal del Circuito, situación que no se ha concretado en la actualidad, en tanto que debe estar representada por un Defensor Público con las cualidades que reclama la tutelante y que, en cualquier caso, al día de hoy no existe ningún perjuicio que conjurar por parte de la jurisdicción constitucional.  Mientras que, la mención de un futuro cambio de Defensor que no contara con los conocimientos específicos que en esta acción se alegan como motivo de posible deficiencia de defensa técnica, constituyen una simple eventualidad, que no puede dar lugar a la toma de decisiones constitucionales en este momento.
En ese entendido, encontrando que no se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable que legitime de intervención del juez constitucional, ni existen argumentos para desacreditar la eficacia del mecanismo ordinario dispuesto por el legislador para controvertir los actos administrativos de carácter general, se declarará improcedente la presente solicitud de amparo constitucional.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO. DECLARAR improcedente la acción constitucional iniciada por CLAUDIA PATRICIA SERNA GALLEGO en nombre propio y en representación de la menor MARIA CAMILA PÉREZ CARDONA contra la DEFENSORIA DEL PUEBLO y la UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA.

SEGUNDO. NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
TERCERO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase
Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES 
     ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

En compensación de Hábeas Corpus

     En uso de permiso
OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA
� Cfr. Sentencia C-1265 de 2005.


� Ibídem.


� Sentencia C-901 de 2008.


� Ibídem.


� C-123-2013
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